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queda relevada de justificar los hechos imputados al
empresario o trabajador infractor, de forma que se

está ante una  presunción "iuris tantum" que podrá

ser destruida mediante la oportuna probanza, supo-

niendo por tanto una inversión de la carga de la

prueba.

Como tiene proclamado el Tribunal Constitucio-

nal (entre otras sentencias de 18 de enero y 18 de

marzo de 1991) la presunción de veracidad atribuida

a las actas de inspección, se encuentra en la
imparcialidad y especialización que, en principio,

debe reconocerse al Inspector actuante, pero que no

solo tal presunción es perfectamente compatible

con el derecho fundamental a la presunción de

Inocencia que proclama el art. 24.2C.E., sino que

además y principalmente, ni alcanza a las, simples
apreciaciones globales, juicios de valor o calificacio-

nes jurídicas ni comprende sino o los hechos que por

su objetividad son susceptibles de percepción direc-

ta por el Inspector o a los inmediatamente deducibles

de aquellos o acreditados con medios de prueba

consignados en la propia acta (Sentencias de 24/6/
1991 - RJ1991,7578-, 12 de enero -RJ 1996,155-, y

6 de mayo de 1996 -RJ 1996,4107- ).

SEGUNDO.- En el caso que nos ocupa, sentado
lo precedente y en una apreciación conjunta de la

prueba practicada (documental, testifical e interro-

gatorio de parte), conforme a la regla enjuicitaria

contenida en el art. 97 L.P.L. se concluyen los

hechos que han sido declarados probados y se llega

a la convicción de que en el presente supuesto se
constatan un conjunto de hechos, que seguidamen-

te se expondrán, los cuales conforman prueba

indiciaria suficiente para entender que existe una

relación laboral entre las partes.

En primer lugar, el acta levantada por el funciona-

rio actuante reúne los requisitos a los que se refiere

el art. 14 del Real Decreto 928/1998 de 14 de mayo

por el que se aprueba el reglamento sobre procedi-

miento para la imposición de sanciones por infrac-
ciones en el orden social y para los expedientes

liquidatorios de cuotas de la seguridad social, por lo

que goza de la presuncion de certeza prevista en el

art. 15 de la referida norma en concordancia con la

disposición adicional cuarta. 2 de la Ley 42/1997 de

14 de noviembre ordenadora de la Inspección de
Trabajo y Seguridad Social, no conteniendo dicho

documento ninguna apreciacion subjetiva ni nin-

gún juicio de valor del funcionario que la levanta, el

cual se limita a constatar los hechos que en ella

recoge, es decir, que la empresa se encontraba

realizando obras de acondicionamiento de un local

comercial, que un trabajador provisto de mono de

trabajo azul entraba y salía del local acarreando

materiales de construcción (escombros de alica-

tado) y que los introducía en un camión de caja

cerrada marca Nissan matrícula J-8127- T así

como que una vez dentro del local observó como el

referido trabajador estaba recogiendo escombros

apilados en el suelo.

El acta añade como manifestaciones del referi-

do trabajador, que el mismo se llamaba Ibrahim

Mohamed y que era de nacionalidad marroquí,

identidad que facilitó al Inspector verbalmente,

manifestándole asimismo que había sido contrata-

do por D. Salvador Cañadas Tovar desde hacía

unos días, sin saber cual era su remuneración

pues todavía no había cobrado, indicándole ade-

más que carecía de autorización administrativa

para el trabajo de los extranjeros, y que las

ordenes para la ejecución del trabajo se las impar-

tía directamente el Sr. D. Salvador. También se

hace constar en el acta como manifestaciones de

D. Salvador Cañadas Tovar, uno de los socios de

la empresa demandada, que se personó en dicho

lugar durante la inspección, que era el propieta-

rio del camión Nissan antes referido, y que las

obras se realizaban por medio de contratista que

aseguró en ese momento se encontraba en Mála-

ga.

Tales declaraciones acogidas en el acta, tienen

también Ia consideración de datos de hecho, y

suministran elementos de esta índole  a partir de

los cuales debe establecerse la razonable presun-

ción de que el trabajador se encontraba prestando

servicios por cuenta de la empresa, como mínimo

a título de prueba.

Por otro lado, en el acto del juicio la declaración

prestada por el Inspector que levantó el acta de

infracción fue contundente al ratificar los hechos

que hizo constar en el acta de infracción, indicando

que el trabajador le manifestó que trabajaba para

D. Salvador (al cual designó expresamente por su


